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1 Contexto actual

1.1. Antecedentes 

1.1.1. El Estado Grande 

Chihuahua y particularmente Ciudad Juárez se ha proyectado a nivel internacional por las desapariciones y asesinatos de mujeres y niñas; estos hechos de violencia de género han exhibido: discriminación, actuaciones de procuración y administración de justicia deficientes, denuncias de violación a la debida diligencia; tortura a detenidos; fabricación de culpables; falta de certeza de los casos resueltos, identificaciones dudosas; casos denominados congelados; actos de hostigamiento y descalificación a familiares, organizaciones y defensor@s de los derechos humanos.

A pesar de que el Estado ocupa los primeros lugar en empleo, en el estudio Indicadores de Pobreza en Chihuahua del INEGI señala que a la fecha existe una marcada diferencia entre el salario mínimo y la línea de pobreza, pues cerca de un millón y medio de chihuahuenses, es decir, el 49.18 % de la población, vive en pobreza extrema, por debajo de los límites de subsistencia.

El Estado de Chihuahua, el más grande territorialmente en el país, tiene también grandes rezagos: más de un tercio de los pobladores en las principales ciudades no tiene trabajo fijo ni servicio médico; ocupamos el primer lugar nacional en embarazo de adolescentes, adicciones en jóvenes y en anorexia; el 67.7 por ciento de las mujeres mayores de 15 años que habitan en Chihuahua (casi 7 de cada 10 mujeres) han sido víctimas de violencia comunitaria, familiar, patrimonial, escolar, laboral y/o de pareja alguna vez en su vida, cifra que rebasa la media nacional, la cual se ubica en 67 por ciento;

Además los asesinatos y desapariciones de mujeres y niñas en el estado de Chihuahua continúan. De acuerdo al seguimiento realizado por casa Amiga Centro de Crísis de Ciudad Juárez, tan solo en esta Ciudad fronteriza en el año 2005, hubo 35, 2006 20 y en lo que va del año hay 2007 hay 14 mujeres asesinadas de manera violenta en Cd. Juarez, Chih. y continúan jóvenes desaparecidas. 

En esta década se sumó a la denuncia de Cd Juárez, la desaparición y el feminicidio en la Cd. de Chihuahua. Como diversas organizaciones de las Sociedad Civil, las hoy peticionarias: JUSTICIA PARA NUESTRAS HIJAS Y EL CENTRO DE DERECHOS HUMANOS DE LAS MUJERES, hemos denunciado reiteradamente que los homicidios y desapariciones de mujeres y niñas se han extendido a la ciudad de Chihuahua, como bien lo estableció la Sra Martha Altolaguirre en su Informe, Tras su visita a Ciudad Juárez, la Relatora Especial dirigió su atención a una preocupante serie de desapariciones ocurridas en la Ciudad de Chihuahua que quizá comparten algunas de las características de los crímenes de Ciudad Juárez. Durante la audiencia de octubre de 2002, representantes de “Alto a la impunidad: ni una muerta más” dieron cuenta de la desaparición de 15 mujeres y muchachas en la Ciudad de Chihuahua. Señalaron que el cadáver de una de las víctimas había sido hallado, aunque el caso aún no había sido objeto de una investigación efectiva. Señalaron además que no habían sido debidamente investigadas las restantes desapariciones, a tal punto que el expediente de una de las víctimas, que desapareció en 1998 constaba de seis hojas.
Los asesinatos perpetrados en la ciudad de Chihuahua tienen un patrón muy similar a los de Ciudad Juárez, e incluso hay una gran coincidencia en las irregularidades que se han presentado en la investigación de los casos, la impunidad y la complicidad.

A los obstáculos existentes las familias y organizaciones de Chihuahua han tenido que enfrentar una constante política de invisibilizar y minimizar la situación, 

Aunado a lo anterior, diversos funcionarios continúan haciendo declaraciones que descalifican a las víctimas, con lo que intentan justificar las desapariciones o asesinatos por la forma de vida de éstas. Del mismo modo, se ha intentado minimizar la problemática de asesinatos y desapariciones, argumentando que este tipo de violencia también esta presente en otros estados de la República.

Este discurso oficial se acrecentó a partir del Informe final sobre los homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, que presentó el 16 de febrero de 2006, el Dr. Mario Álvarez Ledesma, Subsecretario de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la Procuraduría General de la República el que se puede sintetizar asi: En Ciudad Juárez no existe el feminicidio, no hay asesinos seriales, el número de desaparecidas es insignificante, existe un grave problema de violencia intrafamiliar y todo es un mito creado por las organizaciones no gubernamentales de mujeres y la academia
. 

Otro documento que indebidamente dio pie para minimizar el problema en Chihuahua, fue Violencia Feminicida en 10 entidades de la República Mexicana de la Comisión Especial para conocer y dar seguimiento a las investigaciones relacionadas con los feminicidios en la República Mexicana y a la procuración de Justicia vinculada de la Cámara de Diputados del Congreso federal. Que después de una investigación determinó que en la republica Mexicana en año de 2004, 1205 mujeres fueron asesinadas en el país y el Estado de Chihuahua ocupa el 6º. Lugar.

Independientemente de que la problemática esté presente en otras entidades federativas, nos preocupa la respuesta de las autoridades al respecto.

A continuación mencionaremos algunas de las recomendaciones en la que se visibiliza la ciudad de Chihuahua.

1.1.2. Recomendaciones

Además del Informe SITUACIÓN DE LOS DERECHOS DE LA MUJER EN CIUDAD JUÁREZ, MÉXICO: EL DERECHO A NO SER OBJETO DE VIOLENCIA Y DISCRIMINACIÓN, de la Relatora Especial Martha Altolaguirre de marzo de 2003, Amnistía Internacional de manera exhaustiva visibiliza la desaparición y el feminicidio en la Cd. de Chihuahua en el Informe MÉXICO Muertes Intolerables Diez años de desapariciones y asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez y Chihuahua, de agosto de 2003. 

En el hace tres recomendaciones fundamentales al Estado Mexicano:

Intervención inmediata y decisiva de las autoridades federales para garantizar la justicia en Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua y para que las autoridades estatales y municipales cooperen plenamente con estas medidas;

Revisión judicial independiente de los casos investigados hasta ese momento por la Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua (PGJE) o presentados ante los tribunales a fin de corregir errores judiciales, investigar y castigar a cualquier funcionario responsable de abusos y poner en marcha una reforma sustancial del sistema de administración y procuración de justicia en el estado de Chihuahua;

§ Respeto a la dignidad de los familiares y de las organizaciones que trabajan por los derechos de la mujer; prevención, investigación y castigo de la intimidación y el hostigamiento contra ellos; y reconocimiento público de la legitimidad de su lucha.

A partir de ahí se suceden una serie de documentos de los organismos internacionales de Derechos Humanos en el sentido de incorporar a la Ciudad de Chihuahua en la búsqueda de la justicia para sus mujeres

En Diciembre de 2003 el Sr. Anders Kompass, Representante de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México presenta al Presidente Vicente Fox el Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en México 

En el Capitulo V sobre los Derechos Humanos de las Mujeres, describe Algunas de las problemáticas que afectan actualmente a las mujeres se refieren a expresiones profundamente violatorias de sus derechos humanos a partir de la violencia sistémica de género, en la que al paradigmático caso de los asesinatos y secuestros de mujeres en Ciudad Juárez –y ahora también en Chihuahua– se agrega el aumento del comercio y turismo sexual y de pornografía, incluso infantil, y las violaciones a las mujeres migrantes y a las mujeres indígenas.

Y recomienda Utilizar todos los recursos disponibles del Estado mexicano para investigar a fondo los asesinatos y los secuestros de mujeres ocurridos en el estado de Chihuahua y procesar a sus autores.

Nuevamente en marzo de 2004 Amnistía Internacional, en el Informe Poner fin al ciclo brutal de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua, recomienda que 

El programa de medidas adoptada por las autoridades federales, estatales y municipales para hacer frente a la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez debe extenderse en su integridad a la ciudad de Chihuahua.

Las facultades de la Fiscalía Especial deben definirse claramente y los casos de mujeres asesinadas o desaparecidas en la ciudad de Chihuahua deben formar parte de su mandato. 

Que la Comisionada Especial debe tener asegurados suficientes recursos y facultades para permitir el diagnóstico y la supervisión de la situación en Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua y para evaluar la repercusión de las medidas adoptadas. 

Respecto a las mujeres desaparecidas recomienda que las autoridades federales deben ser responsables principalmente del establecimiento de la suerte y el paradero de las mujeres y niñas cuya desaparición se ha denunciado en el último decenio en Ciudad Juárez y la ciudad de Chihuahua y establecerse claramente su número e identidad.

Estas  recomendaciones jamás se cumplieron.

En enero de 2005 el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, CEDAW, En su Informe sobre México caracteriza algunos de los aspectos en los cuales la violencia de género se desdobla en la situación de Ciudad Juárez y Ciudad de Chihuahua y hace recomendaciones para ambas ciudades.
En abril de 2005 la Sra. Vermot-Mangold, Suiza relatora de la Comisión de Equidad y Género de la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa presenta el Informe DESAPARICIÓN Y MUERTE DE UN GRAN NÚMERO DE MUJERES EN MEXICO establece que: desde 1993, cientos de mujeres y niñas, un número estimado entre 350 y 500, han sido asesinadas brutalmente en el estado fronterizo de Chihuahua, al norte de México cerca de la ciudad fronteriza de Ciudad Juárez, otras en la capital del estado de Chihuahua. Igualmente sus recomendaciones se extienden a esta ciudad. 

En marzo de 2003 acudimos a la 59° asamblea de la Comisión de Derechos Humanos de la ONU, la Sra Norma Ledezma intervino en la sesión para denunciar lo que pasaba en Chihuahua. Entregamos informes a los relatores y nos entrevistamos con algunos de ellos ese año y el siguiente. Desde entonces los relatores que abordaron en sus informes las diversas violaciones a los derechos humanos en el caso del feminicidio en Chihuahua fueron: Sra. Yakin ErtürK de Violencia hacia la mujer, sus causas y sus consecuencias
; Sra. Asma Jahangir sobre ejecuciones extrajudiciales y arbitrarias
; el Sr. Leandro Despouy sobre Independencia de jueces y abogados
; y el Sr. Theo Van Boven sobre Tortura y otros tratos inhumanos y degradantes
. 

Con motivo del feminicidio en Cd. Juárez el Gobierno de México y el Estatal han recibido recomendaciones para prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres; incorporar la perspectiva de género en el análisis y tratamiento de la violencia contra las mujeres, en las actuaciones policiales y en la práctica judicial así como en todas las instituciones federales y estatales; reformar de manera radical en prácticamente todas las áreas los procedimientos de investigación y persecución y reforzar la supervisión del sistema de justicia estatal por organismos externos; garantizar y respetar el derecho a la participación activa (coadyuvancia ) de las familias y de las organizaciones de derechos humanos que las representan y emitir órdenes oficiales en el ámbito estatal y federal para impedir que los funcionarios hagan declaraciones públicas infundadas que ataquen la credibilidad de las familias y de las organizaciones.

1.1.3. Mecanismos creados por el Estado Mexicano para responder a la violencia de género

Producto de las movilizaciones de las familias de las mujeres asesinadas y desaparecidas en Cd. Juarez y Chihuahua; de las organizaciones sociales, particularmente de mujeres, de México y el mundo y las diversas recomendaciones de organismos internacionales de Derechos Humanos, por fin, después de una década, el año 2003 el Gobierno Federal implementa una serie de medidas tendientes a enfrentar el problema, entre ellas la creación de diversas instancias, cuya actuación ya ha sido analizada en la audiencia celebrada en octubre del 2004 en el 120° período de sesiones de esta Comisión. En el tiempo transcurrido desde esa fecha, los diversos mecanismos encaminados a prevenir e investigar los asesinatos y desapariciones de mujeres en el estado de Chihuahua han sufrido modificaciones estructurales importantes que nos interesa hacer visibles.

1.1.3.1 Subcomisión de Coordinación y Enlace para Prevenir y Erradicar la violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez 

En marzo de 2003, tras la emisión del informe sobre la “Situación de los derechos de la mujer en Ciudad Juárez, México: El derecho a no ser objeto de violencia y discriminación”, elaborado por la Relatora especial de los Derechos de la Mujer, Martha Altolaguirre, el Gobierno Federal anunció el inicio del Programa de Acciones del Gobierno Federal para Prevenir y Combatir la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez. 

Tal como los representantes del Gobierno mexicano han reconocido en audiencias anteriores ante esta Comisión, el 4 de julio de 2003 se creó al interior de la Comisión de Política Gubernamental en Materia de Derechos Humanos, la Subcomisión de Coordinación y Enlace para Prevenir y Sancionar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, como una instancia de coordinación interinstitucional del Gobierno federal, misma que se planteó un programa de cuarenta acciones, que fuera presentado en la audiencia del mes de octubre de 2003.

1.1.3.2 Comisión Especial para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez

Por decreto presidencial, en el mes de noviembre del 2003 se creó la Comisión Especial para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez, y se nombró a la Lic. María Guadalupe Morfín Otero. El mandato de la Comisionada se abocó a la coordinación del trabajo del Gobierno Federal para la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez, asumió la dirección de la Subcomisión y llevó a cabo acciones de coordinación y enlace entre las dependencias de los tres niveles de gobierno (federal, estatal y municipal).

Posteriormente, en el mes de febrero de 2004, se emitió el acuerdo de creación, en el cual se le constituía como organismo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, y mediante el cual se ampliaron sus facultades.

Tal como se informó en la audiencia anterior, el Programa que fuera presentado en dicha audiencia, no contaba con indicadores que permitieran evaluar la eficacia ni el impacto en la disminución de los actos de violencia contra las mujeres, no obstante que se reconoce que se hicieron modificaciones al inicial programa planteado, a propuesta de las organizaciones y familiares de victimas, sin embargo , adolece del mismo problema en tanto que no cuenta con indicadores claros para evaluar, ni mucho menos presenta los mecanismos de coordinación que garanticen la eficiencia de los programas de trabajo en materia de procuración de justicia y de promoción social.

Esta situación, es decir la falta de coordinación de los cuerpos policíacos se ejemplifica con las declaraciones de la procuradora Estatal Lic, Patricia González Rodríguez del mes de julio del año en curso,  en la que señala la complicidad de policías municipales en recientes feminicidios acaecidos en Ciudad Juárez y en donde recibió amenazas la Lic. Georgina Martínez Agente del Ministerio Publico adscrita a la Fiscalía Especial para la investigación de homicidios de Mujeres  responsable de la investigación, la valiente declaración de la Procuradora, reafirma las denuncias que por años hemos realizados las organizaciones sociales y familiares de victimas.

Otro de los problemas a que se enfrenta este mecanismo es la falta de voluntad política para identificar, procesar y sancionar a los funcionarios involucrados en las negligencias y omisiones de investigaciones.

Esta instancia creada por el Estado Mexicano como respuesta a la violencia de género, es el primero en cuyo mandato incluye a la Ciudad de Chihuahua y que en la práctica consistieron en las gestiones que hizo la Comisionada Guadalupe Morfín para la intervención del Equipo Argentino de Antropología Forense en la identificación de restos de mujeres; para exámenes de ADN y la aplicación del Protocolo de Estambul en un caso, así como por las denuncias e intervención a favor de las personas que estaban encarceladas y bajo tortura obligadas a confesar crímenes de mujeres y niñas en Ciudad Juarez y Chihuahua, Ella fue una de las voces importantes por el cargo que ostentaba , que secundó la denuncia de las familiares de victimas y organizaciones quienes finalmente lograron la libertad de algunos, sin embargo dichos expedientes continúan sin investigaciones, 

Como se ha señalado anteriormente, la violencia contra las mujeres se ha extendido a la capital del Estado, por lo que es urgente que las acciones emprendidas por el Gobierno federal a través de la Comisionada se extiendan al Estado

Finalmente la Ing. Liliana Herrera Villanueva, actual encargada del despacho de la Comisión Especial para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres en Ciudad Juárez a pesar de estar obligada por ley a dar atención a los casos de la Ciudad de Chihuahua, no la conocemos ni ha intentado establecer una interlocución con las familias de esta Ciudad 

1.1.3.3 Agencia Mixta de Investigación para Homicidios de Mujeres en Juárez
Como parte del Programa Federal de Acciones para Prevenir y Combatir la violencia en Ciudad Juárez, el 29 de agosto del 2003 fue creada la Agencia Mixta para Combatir la Violencia en Ciudad Juárez, en la que colaboran conjuntamente elementos de la Procuraduría de Justicia del Estado de Chihuahua (PGJE) y la Procuraduría General de la República (PGR) para la investigación de los casos.

El objetivo de la Agencia Mixta es fortalecer la coordinación entre ambas instancias, así como el aumento de la asistencia que venía realizando la PGR. No obstante la importancia de ello, en algunos casos sólo la primera parte de la investigación se hace conjunta hasta que se determina si el caso es del fuero común o del fuero federal. 

Diversas organizaciones consideramos fundamental que para lograr el esclarecimiento de los casos, tanto la PGJE como la PGR deben participar conjuntamente en todos los crímenes y a lo largo de todo el proceso de la investigación -sin importar el fuero-, ya que esto podría limitar las prácticas de corrupción y negligencia que se dan en una sola institución. Igualmente, podría significar una investigación más rápida, efectiva y profesional de los homicidios y desapariciones de niñas y mujeres en el Estado.

Del convenio de colaboración y la experiencia de trabajo que se ha tenido hasta el momento, surgen algunas cuestiones que consideramos importante resaltar:

- La colaboración se estuvo dando formal y únicamente para Ciudad Juárez. Esto, a pesar de las constantes solicitudes a fin de que se abarque también la problemática de la ciudad de Chihuahua.

- Referente a la colaboración para la realización de pruebas periciales y otro tipo de diligencias, en el convenio de colaboración este punto se aborda de manera muy vaga. Ello también se ha evidenciado en la practica, ya que hemos corroborado que la coordinación entre las autoridades estatales y federales no ha sido del todo efectiva, pues por parte de las primeras hay renuencias claras en cuanto a la investigación y, por su parte, las autoridades federales no han estado del todo dispuestas a asumir plenamente la responsabilidad de los casos, argumentando que no pueden intervenir sin que la Procuraduría estatal se los solicite. 

Consideramos que la Agencia Mixta sigue arrastrando los mismos vicios en cuanto a la investigación, lo cual se debe, en parte, a la falta de un Protocolo de Investigación, así como la falta de voluntad política del gobierno, lo que ha dificultado enormemente el trabajo de dicha dependencia.

Actualmente la Oficina de la SIEDO dependiente de la PGR en el que se encuentran algunos expedientes de feminicidio y desaparición de Ciudad Juárez, como es el caso de Silvya Arce, cuyo expediente se encuentra abierto ante esta H. Comisión, se encuentra cerrada, los Ministerios Públicos fueron llamados por el actual Gobierno Federa.

1.1.3.4 Fiscalía Especial para la Atención de Delitos Relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua

En el mes de noviembre del año 2003, la Comisión Nacional de Derechos Humanos presento el Informe especial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre los casos de homicidios y desapariciones de mujeres en el municipio de Juárez, Chihuahua
, para el cual obtuvo información respecto de 263 casos de homicidio de mujeres, ocurridos a partir de 1993, así como el dato oficial de 4,587 reportes de mujeres desaparecidas. El informe de la CNDH concluyó que existía una falta de debida diligencia de las autoridades competentes para investigar seria y exhaustivamente los casos denunciados.
En palabras de la Comisión Nacional las investigaciones realizadas por esta Comisión permitieron observar que servidores públicos del Estado mexicano cometieron actos y omisiones que propiciaron la violación directa de innumerables disposiciones de los órdenes jurídicos nacional e internacional. Ello implicó el abandono de los valores que emanan de la dignidad humana y de los principios que dan sustento a las condiciones mínimas para el desarrollo de la persona en sociedad. El hecho de que los expedientes se encuentren incompletos, o bien que se hagan públicas acciones que no constan en los expedientes, supone el desconocimiento o desprecio del deber del Estado de actuar con la debida diligencia ante hechos que vulneren los derechos de los particulares.

Como respuesta al Informe de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, el 30 de enero del 2004, la PGR creó una Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, de competencia federal, adscrita a la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servicios a la Comunidad de la PGR. La fiscalía fue dirigida por la agente del Ministerio Público Federal, María López Urbina. El objetivo de esta Fiscalía, era la de coordinar la intervención federal en la Agencia Mixta en Ciudad Juárez y hacerse cargo de los casos sometidos a la jurisdicción federal. 

A su entrada, la Fiscal Especial recibió 271 expedientes de la PGJE para su revisión. Dentro de sus labores, también estaba la de sistematizar la información contenida en las averiguaciones previas y procesos a su cargo e investigar y perseguir delitos que por su trascendencia, interés y características así lo ameritaran, esto en coadyuvancia con la PGJE. A pesar de que Justicia para Nuestras Hijas entregó algunos expedientes a la Fiscal a fin de que los dictaminara, la anterior petición se hizo tomando en consideración la presentación de casos con similares condiciones a la ciudad fronteriza la solicitud fue denegada con el argumento de la competencia y los límites al mandato.

De nueva cuenta ante las expectativas de una nueva Fiscalía, las familiares de víctimas gestionaron ante Autoridades Federales y Estatales la ampliación del mandato de dicha fiscalía a los casos de Chihuahua, lo cual no se logró, una respuesta positiva a tal petición hubiera puesto en entredicho el discurso oficial que los feminicidios estaban controlados.

 La Fiscalía presentó tres informes de trabajo cuyo análisis ha sido expuesto en anteriores audiencias ante esta H Comisión. Consideramos importante señalar que una de las aportaciones fundamentales de dicha fiscal fue la documentación y presentación de decenas de funcionarios públicos acusados de negligencia, complicidad y corrupción, desafortunadamente la actual Fiscal Dra Alicia Elena Pérez Duarte no ha dado seguimiento a dichas denuncias y estas se encuentran congeladas.o desechadas  

Esta fiscalía, ha dejado de funcionar como tal en la ciudad fronteriza y ha extendido su competencia a todo el Estado Mexicano.

1.1.3. 5 La Comisión Nacional de Derechos Humanos

Desde el Tercer encuentro regional de la CNDH con representantes de organizaciones sociales, Hacia un diálogo permanente, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, en el mes de agosto del año 2002. solicitamos al titular José Luis Soberanes el seguimiento a la recomendación que cuatro años antes se había emitido en torno a los asesinatos de mujeres en Cd. Juárez y la atención de la problemática de la Cd. de Chihuahua.

A partir de la instalación de la Oficina de la Frontera Norte de la CNDH en Cd. Juárez realizamos diversas gestiones relacionadas con cuerpos encontrados en la Cd. de Chihuahua, detenciones ilegales, tortura a supuestos asesinos y en la presentación del Plan Integral de Seguridad Pública en Cd. Juárez en julio de 2003 nuevamente se solicitó atención a la problemática de la Cd. de Chihuahua.
A partir de agosto de 2003 se presentaron en la Ciudad de Chihuahua visitadores de la CNDH para conocer los expedientes, levantar los testimonios de las madres de las jóvenes asesinadas y desaparecidas, entrevistar autoridades, etc. Concluyeron su trabajo y después de informar a las familias que sus casos tendrían una respuesta favorable en el informe de noviembre de 2003, el tema Ciudad de Chihuahua no aparece, jamás se ha tratado y no hemos tenido una explicación de la Comisión Nacional.
En el Informe Especial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre los casos de homicidios y desapariciones de mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, Se refiere a la situación que priva en el municipio de Juárez, Chihuahua, en donde 263 mujeres han sido víctimas de homicidio en los últimos 10 años, concurriendo de manera adicional móviles violentos y sexuales en su ejecución, y a las investigaciones realizadas con motivo de los 4,587 “reportes de mujeres desaparecidas. 

La investigación realizada para la elaboración del informe, la descripción, conclusiones y propuestas fortalecen las denuncias que hemos hecho las organizaciones desde hace años y a quienes continuamente la autoridad nos acusa de inventar y exagerar el problema. El informe llegó en un momento clave, toda vez que las autoridades estatales habían arreciado los ataques a las organizaciones, incluso Amnistía Internacional fue acusada de parcial y falaz. La reacción descalificadora del Gobierno Estatal a través de la Directora del Instituto Chihuahuense de la mujer y los voceros oficiales reflejan el impacto que tuvo.

Sin embargo, una función central de las Comisiones de Derechos Humanos es la emisión de Recomendaciones, que si bien no son obligatorias para las autoridades si exigen una respuesta de los gobiernos. La gravedad de los hechos que se relatan en el Informe no concuerda con la figura que se le dió. El informe no tiene consecuencias jurídicas, debió ser una Recomendación.

Además llama la atención que todas las referencias al trabajo de Amnistía se refiera a él como: “10 años de desapariciones y homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua”, cuando Amnistía se refiere a Ciudad Juárez y Chihuahua y es más que abundante en relatar la situación en esta ciudad. 

En reiteradas ocasiones hemos solicitado que la Comisión Nacional de Derechos Humanos emita la Recomendación correspondiente a los asesinatos, desapariciones y tortura de la Cd. de Chihuahua, sin ningún resultado.

1.1.3. 6 Congreso de la Unión

La primera intervención del Congreso de la Unión se da en la Cámara de Diputados, cuando la Diputada Alma Angélica Vucovich Seele Presidenta de la Comisión de Equidad de Género, presenta una queja a la Comisión Nacional de Derechos Humanos, en ella narra 36 crímenes en Cd Juárez, comprendidos en el periodo de junio a diciembre de 1996 y durante 1997. Queja que dió como resultado la Recomendación 44/98. 

En la Legislatura LVIII, 2000-2003, se aprobó la constitución de la Comisión Especial para que conozca y de seguimiento a las investigaciones relacionadas con los homicidios de mujeres perpetrados en Ciudad Juárez, Chihuahua. Esta comisión fue la primera instancia del Congreso que trabajó para conocer y dar seguimiento a las investigaciones y acciones para atender, aclarar y resolver la violencia feminicida en Ciudad Juárez, Chihuahua. Por la persistencia de la problemática fue necesario continuar las acciones del Congreso en la LIX Legislatura, 2003-2006, y se crea la Comisión Especial para Conocer y dar Seguimiento a las Investigaciones sobre los Feminicidios en la República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada. A la par el Senado de la República creó la Comisión de Seguimiento de las Investigaciones de los Asesinatos de Mujeres en la República Mexicana. Comisiones que trabajaron en conjunto. 

La Comisión especial de la Cámara de Diputados se propuso conocer de manera directa el estado de la violencia feminicida en el país, así como las alternativas sociales e institucionales para mejorar el esclarecimiento de los casos y la procuración de justicia. En agosto de 2006 presenta el informe Violencia feminicida en México. A pesar de las dificultades para obtener la información de las autoridades en el pais, en el caso de Chihuahua pudieron establecer que en 1980 ocupaba el 19° lugar nacional en Tasa de Homicidios de mujeres, para 1990 pasó al 11°; en 2000 ya estaba en 5° lugar; en 2002 se ubicó en el 2°; regresando al 7° en 2004. En homicidio de mujeres en unidades médicas o su hogar ocupó el 30° lugar, sin embargo en homicidios de mujeres en vía pública ocupa el 2° lugar con 29.2%.

1.1.3.7 Fondo para apoyo a familiares de las víctimas de homicidios de mujeres en Ciudad Juárez, Chihuahua, 

La asistencia integral para la víctimas no ha sido eficaz pues si bien se creó un Fondo para el apoyo de las victimas, mismo que se integró de treinta millones, en coordinación con las Procuradurías General de la República y la Procuraduría del Estado de Chihuahua, dentro del acuerdo de creación establecieron que los responsables de operar tal fideicomiso no se encuentran obligados a dar a conocer los criterios sobre los cuales operan, por lo que las madres de las victimas se enfrentan a criterios totalmente discrecionales que lejos de brindan un apoyo ha generado grandes conflictos familiares y de coordinación.

Por otro lado se trata de un Fideicomiso limitado únicamente a familiares de mujeres asesinadas en Ciudad Juárez, impidiendo que se brinde el apoyo a familias de otros municipios en donde se ha presentado el problema y además se deja en desprotección a las familiares de las desaparecidas.

En el actual sexenio del cuestionado Presidente de México, Felipe Calderón, los signos hacia las mujeres no son nada halagüeños: mujeres violadas por militares en Castaños Coah y en los operativos contra el narcotráfico en Michoacán; el archivo del caso de Ernestina Ascencio Rosario anciana violada también por militares, por parte de las autoridades de Veracruz y la Comisión Nacional de Derechos Humanos; la controversia constitucional presentada por el titular de la CNDH cuestionando la reforma penal del Distrito federal para despenalizar el aborto; el despido en el Ayuntamiento de Chihuahua de un Doctor que promovió la píldora del día después y la ausencia del tema del feminicidio de la agenda del titular del Ejecutivo, nos hablan de un clima adverso para las mujeres.

1.2 Organizaciones de la Cd. de Chihuahua

Las familias y organizaciones de Chihuahua han contribuido positivamente en la denuncia del feminicidio en el Estado de Chihuahua y en las propuestas de solución a la problemática. En la Ciudad de Chihuahua se inicia, asesoradas por las abogadas integrantes del Centro de Derechos Humanos de las Mujeres, el ejercicio de la coadyuvancia y la posibilidad de conocer los expedientes de las investigaciones. Hasta entonces madres y organizaciones de la sociedad que vivían la problemática, y que por años denunciaron las irregularidades y complicidades de autoridades en los casos de Juárez no habían podido documentarlos para visibilizar la violación de los derechos humanos. Es Justicia para nuestras Hijas quien propone la intervención de peritos independientes para la identificación e investigación criminal y realiza propuestas legislativas, etc. 

1.2.1 Justicia para nuestras hijas 

Es una organización no gubernamental que agrupa a familiares de mujeres desaparecidas y/o asesinadas del Estado de Chihuahua, así como a coadyuvantes y asesores. Surgió en marzo de 2002 en la Cd. de Chihuahua, con nosotr@s se inicia el ejercicio de la coadyuvancia y el seguimiento de las investigaciones a partir de la obtención, conocimiento y sistematización de los expedientes 

Nuestras principales actividades son: Defender los derechos humanos de las victimas y sus familias. Acompañar a las víctimas de la violencia. Realizar investigación documental y de campo. Actuar y coordinar con las organizaciones no gubernamentales estatales, nacionales e internacionales. Realizar denuncia nacional e internacional con organismos de derechos humanos y medios de comunicación. Establecer interlocución con los tres niveles de gobierno. Difundir las actividades y el resultado de nuestras investigaciones



1.2.2 Centro de Derechos Humanos de las Mujeres

Es una organización no gubernamental que formaliza su registro legal en el año 2006, cuyas fundadoras activistas de derechos humanos, han participado desde 1997 en la denuncia del feminicidio en Cd Juárez y formado parte de la Red Mujeres de Negro. Campaña Ni una más. Además tiene la representación legal o coadyuvancia de más de 20 casos de mujeres asesinadas y desaparecidas de Cd. Juárez, Cd. de Chihuahua y otros municipios en el Estado.

Sus principales objetivos son: Incorporar los derechos humanos y la perspectiva de género en la legislación y políticas públicas del Estado de Chihuahua; Propiciar desde la perspectiva de los derechos humanos y de género la atención integral a la violencia contra las mujeres y las niñas, haciendo la denuncia nacional e internacional de feminicidios y desapariciones de niñas y mujeres en el estado de Chihuahua, litigando los casos ante instancias locales, federal e internacionales según corresponda; Socializar el conocimiento de los derechos humanos y la teoría de género; Impulsar el acceso de las mujeres a la justicia con enfoque de género; Promover la constitución y fortalecimiento de organizaciones y redes de defensa y promoción de los derechos humanos, particularmente de las mujeres; promover el empoderamiento de las mujeres para que sean sujetas constructoras de su propia identidad

1.2.3 Mujeres de Negro, Campaña Ni una Más.

En la Cd. de Chihuahua es una Red de 15 organizaciones con objetivos y autonomía propia, que desde 1997 lucha conjuntamente por los derechos humanos de las mujeres, particularmente el derecho a vivir sin violencia. Desde 2001 se les llamó Mujeres de Negro.
Hemos realizado: Campaña permanente de denuncia; Contribuido a hacer visible el problema del feminicidio; Colocamos la Cruz Monumento en la Plaza frente al Palacio de Gobierno en Chihuahua que simboliza las mujeres muertas y en el Puente Internacional Santa Fé de Cd. Juárez después de el Éxodo por la vida, caminata a pie desde Chihuahua hasta Cd. Juárez; en el Ámbito legislativo: Evitamos la regresión del Código Penal de Chihuahua en materia de delitos sexuales, violencia familiar, etc.; Elaboramos una propuesta sobre el Instituto Chihuahuense de la mujer.

Hemos luchado por: Seguridad para la vida e integridad de las mujeres; Atención a las denuncias por desaparición; Políticas públicas de prevención; Erradicar la muerte criminal de mujeres; suficientes recursos económicos y personal eficiente para investigar; Se termine la clasificación de las víctimas;.Se esclarezcan –sin torturas que siembran la duda– los homicidios y se castigue a los culpables; Se sancione y destituya a las y los funcionarios ineficaces; Atención a las víctimas; y Reformas legales para garantizar los derechos de las mujeres
2 Principales problemas para garantizar el derecho a la justicia, el debido proceso y la no discriminación, de las mujeres asesinadas y desaparecidas en Chihuahua

Tal como se dijo en el informe especial emitido por esta H. Comisión, este problema tiene su eje central en la atención del caso, pues la falta de investigación eficaz de los delitos demuestra que para las autoridades, ésta no es una situación grave y ello hace que los crímenes se mantengan en la impunidad y se continúen cometiendo. Lamentablemente, la falta de atención a la recomendación de esa H Comisión tiene consecuencias y esta se traduce en la expansión del feminicidio a la ciudad de Chihuahua y otros municipios de la entidad.


2.1 Desaparecidas

La oficina responsable de las investigaciones creada recientemente en Ciudad Juárez y Chihuahua como Unidad especial de investigación de personas ausentes o extraviadas, reconocemos ha mejorado su actuación, sin embargo la denominación asignada refleja la concepción que se tiene de la desaparición, ya que “personas extraviadas” es persona de costumbres desordenadas, concepto discriminatorio y moralista, además en el contexto cultural mexicano: “extravío“ es algo que sucede por incapacidad o distracción de la persona, es decir por un acto de descuido, cuya responsabilidad se remite a las víctimas o familias. Lo cual no se aplica en el caso de las desapariciones de niñas y mujeres que terminan en feminicidio.

La discriminación de género se ve reflejada en la forma en la que son investigados la desaparición de mujeres, la clasificación de expedientes en diversos tipos de riesgo, lo cual había sido resaltado en la audiencia de octubre pasado y que desafortunadamente continúa con esos criterios 
A partir de 2000 en la Cd. de Chihuahua se manifiestan de manera reiterada las desapariciones de jóvenes mujeres, el año 2002 sus madres alertadas por los sucesos de Ciudad Juárez deciden organizarse y exigen atención de las autoridades, a instancia de la Lic. Luz Esthela Castro aprenden su derecho a la coadyuvancia y a conocer la investigación a través de los expedientes. Una vez que la autoridad los recogió del piso lugar en que permanecieron por años olvidados y el trabajo se organizó se pudieron descubrieron que:

· No las buscan. En el caso de Miriam Gallegos el expediente tiene 21 hojas a dos años de su desaparición y el de Erika Carrillo es de 6 hojas después de un año tres meses.

· Pierden los primeros días que son fundamentales para la investigación. 
	Secuestrada
	Fecha de secuestro
	Fecha de reporte
	Primera actuación
	Días perdidos

	Miriam
	4 mayo del 2000
	5 de mayo
	15 mayo
	10



	Erika
	11 de diciembre de 2000
	12 de diciembre
	16 de diciembre
	4

	Rosalba
	22 de febrero 2001
	23 de febrero
	21 marzo 
	26 

	Paloma
	2 de marzo de 2002
	3 de marzo
	5 de marzo
	2 

	Julieta
	7 de marzo de 2001
	8 de marzo
	16 de marzo
	8

	Minerva
	13 de marzo de 2001
	14 de marzo
	23 de marzo
	9

	Claudia
	9 de marzo de 2003
	10 de marzo de 2003
	19 de marzo
	9


· Hay declaraciones contradictorias, sin que el Ministerio Público repregunte y aclare. 

· testigos que cambian sus declaraciones sin que el ministerio público advierta sobre las consecuencias de declarar falsamente 

· declaraciones falsas, principalmente para desacreditar a las victimas y sus familias; sin consecuencias legales para quienes las vierten impunemente 

· declaraciones espontáneas, sin una estrategia de investigación que conduzca al esclarecimiento de los hechos 

· declaraciones de menores sin asistencia de padres o tutores, inclusive en ocasiones son intimidados por la autoridad investigadora

· hostigamiento a testigos 

· Retardo injustificado en la realización de diligencias, con diversas justificaciones tales como falta de  viáticos o vehículos 

· Indagatorias injustificadas. A Julieta, Minerva, Yesenia y Rosalba se las llevaron entre el 22 de febrero y el 13 de marzo del 2001. A las mamas de esas jóvenes las trajeron por burdeles en Ojinaga, Reynosa, Monterrey, Durango, Nuevo Casas Grandes, sin que hubiera ninguna razón, salvo justificar que las buscaban y retirarlas de las manifestaciones programadas para esos dias. 

· Reinicio de investigaciones, con el pretexto de cambios en el personal, que inician de cero con la consecuente doble victimización de las familias, quienes deben contar de nuevo la historia. 
· Investigaciones sin cruce de información entre desapariciones, feminicidios y otros delitos de violencia de género.
· Investigaciones carentes de sustento científico, en donde solo remiten las indagagtorias al entorno familiar de las victimas

Secuestro en reiteradas ocasiones autoridades de todos los niveles nos manifestaron que la búsqueda de las jóvenes era por humanidad, como servicio social, porque la desaparición de personas no es delito. Por lo anterior en el mes de enero de 2003 se interpuso ante la PGJE denuncias por secuestro, rechazaron las denuncias porque podía “dividirse la continencia de la inquisitiva. Argumento legaloide para justificar la no investigación por este delito, además en una clara actitud discriminatoria los familiares de las víctimas fueron informadas que no podía tipificarse el secuestro porque no se había pedido rescate por sus hijas desaparecidas, menos tratándose de familias tan pobres, ignorando que el tipo legal establecido determina como una intención del secuestro el infringir daño a la víctima y no necesariamente buscar un lucro económico.
Información a los medios, en un afán por justificarse ante la opinión pública, violan derechos humanos fundamentales ya que publican con lujo de detalles el regreso de jovencitas que se fueron de su casa; entregan a la prensa diligencias de menores y muestran a los medios cadáveres y evidencias

Pruebas genéticas. Antes de 2005 se les tomaron muestras para estudios de ADN a los familiares de las jóvenes, cuando exigimos resultados, creían que las muestras habían sido enviadas a España, pero no había constancias escritas, de quien, como, cuando lo había realizado, si había resultados, mucho menos con que habían sido comparadas.

Clasificación discrecional de las desapariciones. Entre las consideradas de "alto riesgo" y las que no lo son, a efecto de iniciar la búsqueda inmediata o la averiguación de su ubicación, estableciéndose así una discriminación con las que no se ajustan por su conducta a los patrones morales culturalmente aceptados, pero que tienen igual derecho a la vida. en febrero de 2007 la vocera de la Subprocuraduría de Justicia de la Zona Norte, declaró: se han reportado 55 mujeres perdidas, mientras 50 casos ya fueron resueltos cinco están todavía en el mismo estado, actualmente no se considera alguno de los reportes como de alto riesgo.

En el marco del Día Internacional de la No violencia contra las mujeres, en el año 2004 el Presidente de la República Vicente Fox recibió a las familias en Los Pinos y se comprometió a atender los casos de la Ciudad de Chihuahua. Con ese compromiso iniciamos una serie de denuncias y gestiones. 

El 10 diciembre de 2003 se interpuso denuncia en la Procuraduría General de la República por privación ilegal de la libertad y delincuencia organizada en 4 casos de jóvenes
 desaparecidas de Chihuahua.
Enero de 2005 Solicitud al delegado de la PGR para que en el nuevo tiraje de cartel de búsqueda de las desaparecidas de Cd. Juarez se incluyan 5 casos de Chihuahua y una bebe de Juárez, se entrega CD con fotos e información
Febrero de 2005 solicitud a Fiscal María López para que se integre a la base de datos del Centro Nacional de Planeación, Análisis e Información para el combate a la delincuencia organizada, CENAPI, información sobre la desaparición de 5 jóvenes de Chihuahua y una bebe de Juárez.

Junio de 2005 solicitud al Delegado de la PGR para que en el marco del Programa de Base de Genética Forense se practiquen las pruebas de ADN a familiares de 5 jóvenes desaparecidas de la Cd. de Chihuahua y se cotejen con los restos bajo custodia de la PGJE de Juárez y Chihuahua.

Esfuerzos inútiles, las denuncias interpuestas en la PGR fueron desechadas y jamás se incluyó en los carteles, bases de datos y programas genéticos los casos de Chihuahua.

Todo esto en medio de cuestionamientos y recomendaciones nacionales e internacionales, no solo para enfrentar el problema en Cd Juárez, sino recomendaciones para cambios en la procuración y administración de justicia que debieran establecerse en todo el estado.

Hasta junio de 2005 conocíamos de ocho casos de mujeres desaparecidas en la Ciudad de Chihuahua, a esta fecha la cifra ha disminuido, lamentablemente algunas de las jóvenes que tenían ese status, hoy forman parte de la lista de feminicidio, presentamos algunos casos ya conocidos por esa Comisión aclarando que no se relacionan todos las desapariciones que actualmente están vigentes, en virtud de que no tenemos acceso a esa información solo presentamos los casos documentados por nuestras organizaciones

1. Erika Noemí Carrillo Enríquez, 20 Años, soltera. Estudiante 1er. Semestre de Ingeniería en Sistemas en el Tecnológico Plantel 2 y de la Escuela de computación ECCO. Desapareció el martes 11 de diciembre de 2000 a las 18 hrs. Salió de su casa al Multimercado Zarco a cortarse el pelo. Sus padres dieron muestras para estudios de ADN en 2003 y supuestamente se mandaron a España, sin respaldo documental ni resultados. El Equipo Argentino de Antropología Forense nuevamente tomó muestras para ser comparadas con los restos de Chihuahua y Cd. Juárez.

2. Yesenia Concepción Vega Márquez, 16 años, soltera, desapareció el 26 de febrero de 2001, salió a las 8 de la mañana de su casa en la Col. 2 de octubre rumbo al Instituto Comercial Chihuahuense, tomó el camión se bajó en el centro a trasbordar, ya no llegó a la escuela. El Equipo Argentino de Antropología Forense tomó muestras a su familia para ser comparadas con los restos de Chihuahua y Cd Juárez.
3. Julieta Marleng González Valenzuela, 17 años, soltera. Estudiante de preparatoria y trabajadora de maquila. Desapareció el 7 de marzo del 2001. Salió de su escuela en el centro de la ciudad rumbo a su casa. Sus padres dieron muestras para estudios de ADN en 2003 y supuestamente se mandaron a España, sin respaldo documental ni resultados. El Equipo Argentino de Antropología Forense nuevamente tomo muestras para ser comparadas con los restos de Chihuahua y Cd Juárez

4. Cecilia Jazmín Chavarría Corral, Estudiante de preparatoria abierta y trabajadora, salió con su novio, no regresó a su casa, el novio esta prófugo por la negligencia de las autoridades. Tenía 3 meses de embarazo al momento de su desaparición el dia 21 de febrero del 2007.

De los anteriores casos queremos hacer notar que Yesenia Concepción y Julieta Marleng, junto con Minerva Torres y Rosalba Pizarro se desaparecieron en el lapso de 17 dias en el centro de la ciudad, las dos ultimas identificadas por el EAAF con restos encontrados años antes y los de Minerva Torres hallados en la misma zona que Neyra Azucena, la 171/01 y Paloma Escobar.


2.2. Feminicidio



2.2.1 Feminicidio y la Academia

Las aportaciones de las feministas e intelectuales en relación al bagaje lingüístico con que deben nombrarse los asesinatos de mujeres es trascendental para la lucha de las familias y organizaciones defensoras de los derechos humanos, es decir desde su expertez, nos enseñaron la importancia de poner el nombre adecuado al fenómeno que hoy exponemos en esta audiencia, ésta es la razón por la cual incluimos en la información las aportaciones recibidas y que agradecemos.

El término feminicidio se utiliza porque por más imaginación que usemos no podemos encontrar el número de mujeres asesinadas en el término homicidio. He ahí la gran incongruencia de utilizar homicidios de mujeres, que significa llanamente: asesinatos de hombres de mujeres. Ahora bien, el concepto feminicidio significa el asesinato de niñas y mujeres cometido por hombres por el simple hecho de ser mujeres. ¿Qué significa esto? Que las niñas y mujeres son asesinadas en una inmensa mayoría por hombres que hacen uso del poder abusivo que les confiere la discriminación de género. Estos pueden ser las parejas con las cuales conviven las mujeres, pueden ser parientes de las mismas, pueden ser vecinos y pueden ser amigos de ellas; también, pueden ser hombres desconocidos, aquellos con los cuales las niñas y mujeres víctimas de un feminicidio no han tenido ninguna relación y que se pueden clasificar como asesinos seriales, asesinos por imitación y multihomicidas. Todos estos asesinatos tienen en común el odio, el desprecio, el sexismo y la discriminación hacia las mujeres.

Por otro lado en la sesión del 26 de abril de 2007 el escritor mexicano Carlos Montemayor solicitó al pleno de la Academia Mexicana de la Lengua que se considerara el término feminicidio tanto desde el punto de vista de su importancia social como de su idoneidad léxica. Después de diversas intervenciones de académicos, se estableció que la incorporación del término en un diccionario como una nueva voz de la lengua española o como un mexicanismo requerirá de un proceso particular en Comisiones de la Academia. 

En cuanto a su idoneidad léxica, el pleno reconoció la impecable composición de la voz, pues se ajusta a la norma culta de su origen latino. Homicidio proviene del latín homicidium, cuya radical inicial proviene del nominativo de homo, hombre, cuyo genitivo es hominis, que presenta un alargamiento silábico. Homicidio se forma, pues, con el radical abreviado hom(-o). Feminicidio, por su parte, tiene como radical inicial el nominativo fémina, mujer, cuyo genitivo es feminae, que no presenta alargamiento silábico. Por tanto, se forma a partir del radical femin(-a). Sería incorrecto querer componer la voz a partir del acortamiento fem(-ina), para decir femicidio, puesto que no deriva de la palabra francesa femme (cuyo acortamiento sería fem(-me), sino del latín fémina, voz que sigue teniendo el mismo valor en la lengua española. De fémina y del genitivo feminae se deriva correctamente, pues, feminicidio. Por otra parte, de homo, cuyo genitivo es hominis, se ha derivado homicidio, siguiendo la raíz breve hom(-o), pero la palabra podría haberse derivado también correctamente de la raíz aumentada homin(-is), produciendo hominicidio, que, si bien sería correcto, no se ha empleado históricamente en español. En el caso de fémina es imposible, en cambio, una abreviación en fem(-ina), sólo en femin(-a).

Feminicidio tiene, pues, una composición impecable

Es preciso aclarar que hay feminicidio en condiciones de guerra y de paz. La categoría feminicidio es parte del bagaje teórico feminista. Sus sintetizadoras son Diane Rusell y Jill Craford. Su texto es Femicide.

Por su parte Marcela Lagarde y De los Ríos, establece que El feminicidio es el genocidio contra mujeres y sucede cuando se atenta contra la integridad, la salud, las libertades y la vida de las mujeres. En el feminicidio concurren en tiempo y espacio, daños contra mujeres realizados por conocidos y desconocidos, por violentos, violadores y asesinos individuales y grupales, ocasionales o profesionales, que conducen a la muerte cruel de algunas de las víctimas. No todos los crímenes son concertados o realizados por asesinos seriales: los hay seriales e individuales, algunos son cometidos por conocidos: parejas, parientes, novios, esposos, acompañantes, familiares, visitas, colegas y compañeros de trabajo; pero también son perpetrados por desconocidos y anónimos, y por grupos mafiosos de delincuentes ligados a modos de vida violentos y criminales. Sin embargo, todos tienen en común que las mujeres son usables, prescindibles, maltratables y desechables. Y, desde luego, todos coinciden en su infinita crueldad.
 

Esperamos que el término pronto sea usado por todas las instancias 



2.2.2. Feminicidio en la Ciudad de Chihuahua

A la par que desaparecían las jóvenes aparecían sus cadáveres arrojados en lotes baldíos, arroyos, caminos y cerros, algunos hallazgos se hicieron públicos otros se escondieron, los restos permanecieron ocultos en las modernas instalaciones del SEMEFO; se fabricaron culpables, se torturó, amenazó, descalificó y hostigó a las familias, se pretendió responsabilizar a las organizaciones de los crímenes.

De los 20 casos documentados por nuestras organizaciones de 1999 a la fecha, en circunstancias similares a los de Ciudad Juárez, es decir restos arrojados en cualquier lugar hay 15 casos que permanecen impunes y en el resto hay poca credibilidad de que las personas consideradas probables responsables, lo sean.

1. Marzo de 1999 Norma Leticia Luna Holguín 16 años, trabajadora doméstica. Su cuerpo semidesnudo fue encontrado cerca de la presa El Rejón el 24 de marzo de 1999 (después de 26 días de desaparecida) IMPUNE
2. Mayo del 2000 Jaquelín Cristina Sánchez Hernández 14 años, estudiante de 3° de secundaria de la colonia Francisco Villa. La niña desaparece el 11 de mayo de 2000. Su cuerpo semidesnudo fue arrojado al Arroyo Los Nogales a espaldas del edificio Motorola. IMPUNE. 
3. Junio de 2001 Erika Ivonne Ruiz Zavala 16 años, desapareció el 23 de junio su cadáver fue semienterrado al pie de una tumba en el panteón municipal. La Procuraduría consignó el expediente solo por inhumación clandestina cuando ya estaba prescrito el delito. consideró la muerte accidental, por tres años se negó a abrir una investigación por homicidio, con el argumento de que tenía droga en su cuerpo, a pesar de no haber exámenes químicos que lo corroboraran y dejando de lado elementos de tipo técnico como el estudio de las evidencias asociadas encontradas en el lugar del hallazgo, la forma en que desapareció y las diversas líneas que la familia y la coadyuvancia aportaron. Actualmente el caso se reabrió. IMPUNE
4. Junio de 2001. Unos restos femeninos son encontrados en el lugar donde se construía el Complejo de Seguridad C4, en la misma zona donde se encontraron los restos de Paloma Escobar, Neyra Cervantes y Minerva Torres. En marzo de 2005 nos enteramos de su existencia y solicitamos se les practicara los estudios correspondientes para determinar su identidad. La autoridad nos informó que los restos estaban perdidos, hasta mediados de 2007 en que se encontraron. Estos restos se les identifica como el 171/01. IMPUNE Y SIN IDENTIFICAR
5. Dic/01 a enero/02 Perla Chávez Rodríguez 25 años, bailarina de centro nocturno, desaparece el 28 de diciembre del 2001 un mes después un campesino descubre su cadáver, en una brecha llamada del cuervo a tres kilómetros de Aldama, Chih. La PGJE encuentra a 45 metros una jeringa y determina muerte por sobredosis, un examen posterior determinó que en la jeringa no existió droga. La autoridad ordena quemar la evidencia asociada. Además se le sugiere a la familia que creme el cuerpo. La PGJE por su parte quema las evidencias. El caso se reabrió en esta Administración. IMPUNE
6. Marzo de 2002 Paloma Angélica Escobar Ledezma 16 años, trabajadora de maquila y estudiante de la escuela Ecco Su cuerpo fue encontrado el 29 de marzo, a los 27 días de haber desaparecido, fue arrojado al monte rumbo a la carretera a Aldama, cerca de las instalaciones de seguridad publica estatal. La Comandante Gloria Cobos, de la policía judicial del Estado, encargada de investigar todas las desapariciones de mujeres en el Municipio de Chihuahua, sembró una foto del exnovio de Paloma para inculparlo. Este caso fue admitido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y actualmente esta en proceso. 

La familia de Paloma tiene una historia de persecución e intimidación por parte de los cuerpos policíacos, Norma la madre de Paloma quien participó en la asamblea de la ONU en el 2003 denunciando el caso de su hija y advirtiendo los sucesos en la ciudad de Chihuahua, tenía programada su participación en la presente audiencia, no obstante debió cancelar el viaje a última hora por las amenazas que recibió para Ella y su hijo Fabián. El crimen de Paloma permanece IMPUNE
7. Marzo/junio de 2003 Viviana Rayas Arellanes Estudiante del Colegio de Bachilleres No.1, de 16 años desapareció el domingo 16 de marzo, a las 5:30 de la tarde, Hizo tarea en el Parque Lerdo, sus compañeras la acompañaron a tomar el camión. Su cuerpo fue encontrado a fines de junio a 300 mts. de la carretera a Delicias. Se detuvo a Cinthia Kiecker y Ulises Perzábal acusados de su muerte, fueron torturados. Salieron libres en diciembre de 2005 por una sentencia absolutoria, apelada por la PGJE. IMPUNE
8. Mayo/julio de 2003 Neyra Azucena Cervantes, 18 años, desapareció el martes 13 de mayo de 2003 a las 19 hrs. Salió de la escuela de computación Era en las calles Victoria e Independencia rumbo a su casa. Alumna de la Facultad de Ciencias Agropecuarias y empleada de una tienda junto a la escuela de computación, ambas a un costado de la Presidencia Municipal. Su cuerpo se encontró en los cuernos de la luna el 14 de julio, su padre y primo fueron detenidos y torturados. El primo, Miguel David Meza permaneció preso acusado de su muerte hasta mayo de 2006 que salió con sentencia absolutoria que fue apelada por la PGJE. Las indagatorias del caso Neyra han reiniciado con la búsqueda del culpable en el seno familiar, sin tomar en consideración los diversos casos relacionados con el lugar del hallazgo.  IMPUNE
9. Minerva Teresa Torres Albeldaño, 18 años, soltera. Trabajadora de maquila/desempleada. Desapareció el martes 13 de marzo de 2001 a las 9 hrs. Salió de su casa rumbo al centro a una entrevista de trabajo, sus restos fueron encontrados en julio de 2003. Permanecieron ocultos en las instalaciones del SEMEFO hasta junio del 2005. Su identificación fue ratificada por el Equipo Argentino de Antropología Forense. La familia interpuso denuncia penal en Asuntos Internos contra el ex Gobernador del Estado Patricio Martínez, el ex procurador del Estado Jesús José Solís, asi como diversos funcionarios públicos por el ocultamiento del cadáver de Minerva, la actual Administración no a dado trámite a las denuncia. IMPUNE
10. Mayo/agosto de 2003 Diana Yazmín García Medrano, 18 años, desapareció el 27 de mayo a las 14:00. Salió de su casa a la escuela de computación BC&T en el centro de la ciudad a 100 metros de la Procuraduría de Justicia del Estado. Su cuerpo se encontró el 7 de agosto en la carretera vieja a Cd. Juárez. IMPUNE
11. Noviembre de 2003. Miriam Cristina Gallegos Venegas, 17 años, soltera, trabajadora de maquila. Desapareció el Jueves 4 de mayo de 2000 a mediodía. Salió de su casa al trabajo en la maquila ACS, sus restos se encontraron en un lote baldío el 21 de noviembre, permanecieron en el SEMEFO sin ninguna gestión para identificarse, hasta diciembre de 2005 que son identificados por el Equipo Argentino de Antropología Forense. IMPUNE
12. Febrero de 2004 Rosalba Pizarro Ortega, de 17 años. empleada sin trabajo. desapareció el viernes 23 de febrero de 2001 a mediodía. Fue a llevar una solicitud de trabajo a un establecimiento del centro de la ciudad. Sus restos se encontraron cerca de una brecha al sur, permanecieron catalogados como masculinos en el SEMEFO hasta diciembre de 2005 que fueron identificados por el Equipo Argentino de Antropología Forense. IMPUNE
13. 28 de febrero 2004, el cadáver de una mujer no identificada fue hallado en una bodega cercana a la Central de Abastos de la ciudad de Chihuahua. El cuerpo estaba completamente calcinado y las autoridades informaron que se trataba de una indigente. IMPUNE Y SIN IDENTIFICAR

14.  Abril 2004 Teresa Torbellín Loya. De 33 años, su cadáver fue hallado el lunes 26 por la tarde a orillas de un presón, a seis kilómetros y medio de la ciudad de Chihuahua. Tenía una semana de haber fallecido y, según las autoridades, fue asesinada de un golpe en la cabeza. Laboraba en la maquila Electrocomponentes en el turno vespertino, de donde salió a las doce treinta de las noche el miércoles 21 de abril, aún cuando sus compañeras pusieron el reporte de desaparición en la policía Municipal, la joven no fue buscada. Le sobrevive su pequeño hijo de 5 años. IMPUNE
15. Mayo de 2004. Luisa Rocío Chávez Chávez, de 14 años, quien desapareció el 27 de mayo a las siete de la mañana a media cuadra de su casa, en la colonia Unidad, su cuerpo semidesnudo se localizo al siguiente día tirado en un fraccionamiento privado en construcción. Hay tres personas detenidas, que a la misma hora que desapareció estaban haciendo gestiones legales en una ciudad al sur a 90 kms. de distancia.
16. Agosto de 2004. Gloria Irene Tarango Ronquillo. Desapareció el 12 de julio de 2004. sus restos se encontraron en agosto del mismo año y permanecieron en el SEMEFO hasta febrero de 2006 que fueron identificados por el Equipo Argentino de Antropología Forense. a pesar de las reiteradas visitas de Angelina, la madre de Gloria, para solicitar informes sobre el paradero de su hija, jamás se hicieron gestiones para identificarla, la procuraduría contaba con la ropa que portaba la joven al momento de su desaparición, por lo que un simple cotejo entre expediente de desaparición y feminicidio hubiera podido resolver, al menos, la identificación dos años antes IMPUNE
17. septiembre de 2004. María Elsa Cano Gutiérrez de 21 años y su hija Denisse Yaliz Pérez Cano de dos años. Desaparecieron el 14 de agosto y se encontraron sus cuerpos el 4 de septiembre. Se inculpa al esposo y padre de su muerte. El inculpado un hombre de campo, acudió personalmente a los medios de comunicación y con foto en mano solicitaba a la comunidad que le ayudara a encontrar a su hija y esposa desaparecida,
18. El cadáver de una mujer fue encontrado semidesnudo en un arroyo. La autoridad argumentó que fue desvestida por la corriente de agua y murió por congestión alcohólica. SIN IDENTIFICAR

19. Sandra Ríos Salmón, de 15 años de edad. Desapareció el jueves 21 de octubre. Fue encontrada violada y asesinada en un cuarto a medio construir en la Col. Granjas Cerro Grande. Hay un supuesto asesino detenido.
20. diciembre de 2005 Claudia Yudith Urías Berthaud, 14 años, desapareció el domingo 9 de marzo de 2003 a las 9 de la mañana, salió de su casa en la Col. Mineral 2 rumbo a la Col. 20 Aniversario en el norte de la ciudad, a casa de su abuelita. Estudiante de secundaria. Sus restos se encontraron al Sur de la ciudad, fue identificada por el Equipo Argentino de Antropología Forense, en febrero de 2006. IMPUNE
Los principales problemas para una investigación científica que aporte elementos para encontrar a los responsables de las desapariciones y feminicidios son:

· Identificaciones dudosas, 

· Ausencia de información suficiente y relevante de las jóvenes desaparecidas.

· Escenas del crimen no preservadas ni relevadas de manera documentada y bajo procedimientos establecidos

· Parcialidad de las personas que están encargadas de las investigaciones

· Autopsias y estudios forenses sin procedimientos determinados

· Ausencia de una base de datos de muestras genéticas de restos y familiares que compare todo contra todo.

· Deficiente determinación de sexo, edad, causa y modo de muerte de los restos

· Ausencia de cadenas de custodia de muestras y evidencias.

· Revisión vertical de los casos sin buscar conexiones y líneas de investigación entre ellos.

· Ocultamiento de restos

· Fabricación de culpables bajo tortura

· Investigaciones reiteradas en el circulo familiar

· Falta de coordinación entre instancias de la propia procuraduría.

2.2.3 Feminicidio en otros municipios del estado de Chihuahua

Sin ser exhaustiva, dadas las limitaciones de acceso y conocimiento, siguiendo la información periodística, hemos encontrado los siguientes casos:

1. Junio de 2003 Maria Teresa Araiza Hernández De 19 años de edad. Fue encontrado su cuerpo en una brecha de terracería en el Mpio. de Gran Morelos. Tenía el pantalón en los muslos y sin ropa interior. La autoridad presume suicidio porque traía un poema en la bolsa del pantalón.

2. Enero de 2004. Odilia Aviles Nieto asesinada en Cd. Delicias, en un consultorio médico donde trabajaba como recepcionista, la investigación ha sido deficiente e irregular.

3. Agosto de 2005 Adriana Iveth González Zavala 15 años, desapareció una semana antes, su cuerpo se encontró en unas tapias del poblado en Sisoguichi Chih era prima hermana de Erika Ruiz Zavala joven asesinada en la Cd. de Chihuahua.

4. Febrero de 2007 Mayra Carvajal Solorio de 17 años, su cuerpo es encontrado en un hotel, en el Valle de San Buenaventura, la autoridad determina muerte natural. Una segunda autopsia solicitada por la familia habla de tortura y mutilación. La movilización de los pobladores del Ejido logró la reapertura del caso por la Fiscalía Mixta de Cd Juárez.


2.3 Intervención de peritos independientes

Diversas recomendaciones hechas al Estado Mexicano por organismos internacionales de derechos humanos advierten de la necesidad de contar con expertos independientes en el área de servicios periciales. 

En cumplimiento a las Recomendaciones hechas por la Comisión Interamericana, en 2004 la Comisión Especial para prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres (CEEPEVMJ); Justicia para nuestras hijas (JPNH) y la Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos A.C. (CMDPDH) promovimos la intervención del Equipo Argentino de Antropología Forense 

2.3.1 Equipo Argentino de Antropología Forense

Una constante en el feminicidio del Estado de Chihuahua ha sido la ineficiente determinación de la identidad de los cuerpos de mujeres encontradas desde 1993 a la fecha, así como las circunstancias de su muerte. Había hasta mediados de 2003 en Cd. Juárez 42 cadáveres sin identificar
 y dos en la Cd. de Chihuahua,
, 

Muchos cadáveres fueron encontrados en avanzado estado de descomposición, algunos han sido entregados a las familias tan solo por el reconocimiento de las prendas de vestir y/o objetos personales; otros sin identificar fueron inhumados en fosas comunes; algunos restos se encuentran en instalaciones de los servicios forenses. 

No hay cotejos científicos de las víctimas con las familias de las desaparecidas y hasta 2003, en 18 casos de mujeres no identificadas hay sujetos inculpados en procesos judiciales
. Estas fallas en la investigación limitan la consecución de la justicia para las víctimas, sus familias y l@s defensor@s de derechos humanos.

El Equipo Argentino de Antropología Forense desde 1984, ha participado en más de 30 países del mundo en la investigación, exhumación y análisis de restos óseos de personas desaparecidas y/o muertas como consecuencia de procesos de violencia política y/o étnica a fin de identificar los cuerpos y colaborar en el establecimiento de la causa y modo de muerte. La tarea del EAAF ha servido para realizar una reconstrucción histórica de los hechos y de las víctimas, lo que ha sido utilizado en procesos judiciales, así como para procesos de reparación y preservación de la memoria.

La Procuraduría General de Justicia del Estado de Chihuahua, en un convenio con la CEPEVMJ, dió su anuencia para que las investigadoras Mercedes Doretti, Patricia Bernardi y María Cristina de Mendonca trabajaran con algunos expedientes e informes que proporcionó la PGJE, para el diagnóstico. 

En el mes de junio, miembros del Equipo Argentino de Antropología Forense (EAAF) realizaron una visita preliminar al estado de Chihuahua con el objeto de realizar un diagnóstico sobre la situación que guardaban los casos relacionados con las víctimas no identificadas, asesinadas de 1993 a 2004, a efecto de proponer las posibilidades de trabajo de servicios técnicos independientes en las investigaciones. 

Fruto de ese trabajo es el Informe Sobre Mujeres No identificadas o de Identificación Dudosa, Muertas en las Ciudades de Juárez y Chihuahua. que fue dado a conocer a familiares, diversas autoridades y organizaciones no gubernamentales por el EAAF en la semana del 18 al 21 de enero acompañado de la CEPEVMJ, la CMDPDH y JPNH.

Conocieron el informe: Secretario General de Gobierno, Subprocurador de Justicia; Jueces, magistrados y defensores de oficio de los Distritos Morelos y Bravos; Congreso del Estado; Instituto Chihuahuense de la Mujer; Comisión Estatal y Nacional de Derechos Humanos; Delegado de la PGR; Fiscalía Mixta; Consejo Ciudadano de la CEPEVMJ; Comisiones especiales del Senado de la República y Cámara de Diputados del Congreso de la Unión; PGR; CDHDF; familiares de jóvenes asesinadas y desaparecidas y organizaciones no gubernamentales de Cd. Juárez y Chihuahua, asi como académicas.

Algunos elementos que dan certidumbre al trabajo del EAAF es su calidad de investigadores independientes de amplio y reconocido prestigio nacional e internacional; la estrecha relación que establecen con los familiares de las victimas para que estos conozcan y sigan paso a paso el procedimiento, que a la postre les dará confianza en los resultados, así como el conocimiento previo que tienen de la situación.

Empeñadas en darle continuidad al trabajo iniciado el año 2004 para lograr la plena y científica identificación de las víctimas, establecer las circunstancias de su muerte, crear una base de datos confiable; darle certidumbre a las familias de las víctimas y organizaciones no gubernamentales, Justicia para nuestras hijas mantuvo una constante presión sobre el nuevo gobierno estatal para que el EAAF hiciera el trabajo de identificación.

Con el nuevo Gobierno estatal y la Procuradora Patricia González, en abril de 2005 se firma un convenio para la identificación de restos de mujeres no identificados o de dudosa identificación de Cd. Juárez y Chihuahua y en el mes de junio se inicia el trabajo, contratando además los servicios de THE BODE TECHNOLOGY GROUP, INC para procesar las muestras de ADN. El financiamiento es de la PGJE, AIDS y EAAF.

En agosto de 2005 informan que en Ciudad Juárez en el SEMEFO hay 28 individuos femeninos no identificadas o de identificación dudosa, de las cuales la edad estimada es de: 14 menores de 20 años, 12 correspondientes a adultas jóvenes entre 20 y 35 años y dos adultas, además se logro determinar que hay 24 restos de mujeres sin identificar que fueron inhumadas en 16 fosas comunes. Se tomaron muestras óseas y/o piezas dentarias para ser enviadas al laboratorio, así como a familiares de jóvenes desaparecidas.

En la Cd. Chihuahua se revisaron en julio, todas las osamentas no identificadas del SEMEFO, 10 correspondían a femeninas, se realizó un inventario y se tomaron muestras óseas y/o piezas dentarias de cada una para ser enviadas al laboratorio. En la Ciudad de Chihuahua se les tomó muestras a todos los familiares de jóvenes desaparecidas.

La primera identificación antropológica y odontológica que realiza el EAAF es la de Minerva Teresa Torres Albeldaño. De los restos recibidos que estaban en SEMEFO de Chihuahua se identificaron: Miriam Cristina Gallegos Venegas, Rosalba Pizarro Ortega y Gloria Irene Tarango Ronquillo, quedando pendientes 7 restos de identificar. Se exhumó a Neyra Azucena Cervantes confirmando su identidad. Posteriormente se encuentran los restos de Claudia Judith Urías Berthaud se toman muestras y se confirma su identidad.

La intervención del Equipo Argentino de Antropología Forense es la acción del Gobierno Estatal más importante y efectiva para la investigación del feminicidio en Cd. Juarez y Chihuahua, que da certeza a la identificación de los restos de mujeres no identificadas o de dudosa identificación.

Sin embargo es solo el inicio, en reiteradas ocasiones hemos solicitado que se contrate a un equipo de expertos criminólogos independientes y con perspectiva de género.



2.3.2. Expertos criminólogos 

Retomando las recomendaciones de la CIDH y los compromisos de esta Comisión, frente a las madres de las víctimas y organizaciones sociales de Cd Juárez y Chihuahua en el mes de abril del año en curso, en donde esta H. Comisión, después de escuchar los testimonios de las víctimas sobre el estado que guardan actualmente las investigaciones ofreció su apoyo para la búsqueda de expertos Internacionales en investigación que den certeza, confiabilidad y eficacia a los expedientes que continúan acumulando cantidades de papel, en diligencias sin un plan definido de investigación.

Con el anterior criterio sostenemos la tesis que deben incorporarse a las investigaciones expertos independientes con experiencia en investigación criminal y perspectiva de género para: 

· Elaborar una comprensión integrada sobre la manera en que las distintas formas de violencia contra la mujer se relacionan y refuerzan recíprocamente; y a la aplicación de estrategias integradas para combatir esa violencia
· Establecer planes de investigación en que se tenga en cuenta la prevalencia de la violencia contra la mujer y posibles vínculos mutuos entre determinados casos

· Elaborar y aplicar un plan de acción referente a las denuncias pendientes sobre desaparición de mujeres, para asegurar que se estén examinando todas las posibilidades razonables de investigación, y para cruzar los datos relacionados a desapariciones con los referentes a homicidios, a fin de identificar posibles conexiones o modalidades.

· Fortalecer la capacidad local en ámbitos tales como asistencia técnica, en materia de investigación, criminológica, de medicina forense, de sicología forense y otras modalidades de asistencia científica

· Elaborar y aplicar un plan de acción con respecto a los casos “fríos”, diseñado de modo de identificar y corregir todas y cada una de las fallas existentes en esos archivos y reactivar las investigaciones.

· Establecer objetivos, cronogramas, mecanismos de supervisión y evaluación específicos.

2.4 Sanción a responsables

2.4.1 Juicios a presuntos responsables

Lejos de buscar a los responsables del feminicidio a través de investigaciones científicas, objetivas y transparentes la tendencia de la autoridad es el apremio por buscar resultados por cualquier medio.

Los casos resueltos en Cd Juárez y Chihuahua no satisfacen a la ciudadanía, hay desconfianza y falta de credibilidad, máxime cuando se ha podido establecer que hay tortura. En los casos donde los implicados construyen redes para denunciar y tienen defensa adecuada han obtenido sentencias absolutorias, en los otros casos purgan sentencias cuestionadas.

En septiembre de 2003, el gobierno federal invitó a una delegación especial de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) a visitar Ciudad Juárez para analizar los procedimientos de investigación y judiciales en los casos en que las mujeres fueron secuestradas y asesinadas con violencia sexual. 

El informe resultante subraya las deficiencias fundamentales en los procedimientos judiciales que han menoscabado investigaciones eficaces, destruido la credibilidad del sistema judicial y producido regularmente violaciones de los derechos fundamentales de los familiares de las víctimas y los presuntos delincuentes; la falta casi total de investigación seria de las denuncias de tortura para obtener confesiones y el uso de tales confesiones como pruebas. 

El informe de la ONU pide la revisión judicial de los casos en que haya denuncias de violaciones de los derechos fundamentales de las víctimas, la aplicación de la Convención de la ONU contra la Tortura y la adopción del Protocolo de Estambul (Manual sobre la investigación y documentación eficaces de los casos de tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes). El informe insta asimismo a la reforma radical en prácticamente todas las áreas de los procedimientos de investigación y persecución y subraya la necesidad de reforzar la supervisión del sistema de justicia estatal por organismos externos. Según los datos de que dispone Amnistía Internacional, las autoridades estatales no se han comprometido a aplicar las recomendaciones del informe.

Documentamos dos casos de la Cd. de Chihuahua

Caso: Cynthia Kiecker y Ulises Perzábal

Un caso de fabricación de culpables ocurrió en el caso de Viviana Rayas, que fue vista por última vez el 16 de marzo de 2003 en la ciudad de Chihuahua. Antes de desparecer estaba trabajando con un grupo de estudio en un proyecto escolar. A las 5:30 de la tarde salió rumbo a su casa en autobús y nunca llegó. A pesar de que se denunció el caso como secuestro, las autoridades no consideraron que existieran suficientes motivos para considerarlo como tal. El supuesto cuerpo de Viviana apareció el 28 de mayo de 2003, y los padres, en un primer momento, aceptaron que era el cuerpo de su hija porque les fue mostrada una blusa y una chamarra que reconocían, sin embargo, nunca vieron el cuerpo y por lo tanto no están completamente seguros de que éste corresponda a su hija. 

Posteriormente, se detuvo a Cinthia Kiecker y Ulises Perzábal. En este caso, la Fiscalía de la ciudad de Chihuahua afirma que Cinthia y Ulises firmaron una declaración confesando haber asesinado a Viviana Rayas, sin embargo ambos han declarado que fueron torturados para firmar la confesión. Existen pruebas que evidencian las grandes irregularidades en las investigaciones y en la misma confesión, pues en el documento que firmaron se establece que mataron a Viviana a golpes en la nuca, mientras que la autopsia revela que murió por estrangulamiento. Los testigos también fueron secuestrados, torturados y amenazados. 

La detención de Cinthia Kiecker y Ulises Perzábal, ocasionó una campaña de agresiones, amenazas y detenciones ilegales a las personas diferentes. Solo la movilización logró detener la represión. En diciembre de 2005 Cinthia Kiecker y Ulises Perzábal salen libres, absueltos de los cargos que les imputaron. La PGJE apeló la sentencia.

Caso: Jesús Argueta, David Meza.

El caso de Neyra Azucena Cervantes se suma a los casos resueltos por fabricación de culpables. Neyra desapreció el 13 de mayo de 2003 en la ciudad de Chihuahua después de salir de clases de la escuela ERA, antes ECO.

En el mes de julio fue encontrado un cuerpo que se presume pertenece a Neyra. La presunción de la identidad del cuerpo derivó de una actuación ministerial practicada el 14 de julio por la Lic. Rocío Sáenz, quien mostró a los padres, Patricia Cervantes y Jesús Argueta, la ropa que había sido localizada en el lugar de los hechos. Al ser reconocida la ropa, dicha funcionaria ordenó, sin ninguna orden judicial, al señor Argueta y a David Meza, primo de Neyra, que se quedaran en las instalaciones de la Unidad Investigadora a efecto de que se les realizara la prueba del polígrafo, argumentando que se pusieron nerviosos.

Mientras tanto, se le solicitó a la señora Cervantes que se trasladara a la oficina de la zona centro. Cuando ella regresó por su esposo y su sobrino, le notificaron que habían sido llevados al C-4, el Centro de la PGJE donde se llevan a cabo las pruebas periciales y donde permanecen las osamentas mientras no son identificadas, para realizar las pruebas periciales. Cuando acudió a dichas instalaciones le dijeron que desconocían su paradero. 

Tanto Jesús Argueta como David Meza fueron torturados e incomunicados durante varias horas. Finalmente el primero fue puesto en libertad, mientras que David fue obligado a firmar una confesión en la que declara haber matado a su prima Neyra. Como David no se encontraba en Chihuahua cuando Neyra desapareció, la versión de la policía fue que David pagó a dos hombres para que la secuestraran y que luego él llegó a la Ciudad para violarla, asesinarla y subirla a un cerro donde es muy difícil acceder y es paso obligado por las instalaciones policiales

Después de una larga campaña para obtener su libertad, en mayo de 2006 es declarado inocente.

2.4.2 Funcionarios públicos

Señalamientos de las familias y de organismos internacionales que han conocido del problema coinciden que hay un conjunto de servidores públicos que no han cumplido con su responsabilidad, en algunos casos han encubierto a los responsables y en otros han cometido delitos como Héctor Armando Lastra García subjefe de Averiguaciones Previas de Ciudad Juárez, quien en febrero de 2003 fue detenido al descubrir que estaba involucrado en una red internacional de prostitución de jovencitas menores de edad. 

Cabe señalar que, aun cuando las conductas delictivas del Sr. Lastra se referían a varios delitos graves tales como privación de ilegal de libertad, asociación delictuosa, acoso sexual, estupro, delitos en contra de la correcta formación del menor y amenazas, el Lic. Lastra fue consignado únicamente por delitos menores para facilitarle el beneficio de la libertad bajo fianza y huyera.

La Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, en sus tres informes determinó, que había responsabilidades, administrativas y penales de 185 funcionarios públicos e hizo las denuncias correspondientes, el resultado es: ningún funcionario sancionado.

En Chihuahua también se han presentado denuncias contra los funcionarios: 

Por la tortura de Miguel David Meza y Jesús Argueta 

En julio de 2005 interpusimos denuncia penal contra C. P. Patricio Martínez quien fuera Gobernador Constitucional del Estado de Chihuahua; Lic. José de Jesús Solis Silva, ex Procurador General de Justicia del Estado de Chihuahua; Lic. Jesús Antonio Piñón, ex Subprocurador de Justicia; Lic. Julián Salinas, ex Subprocurador de la zona Centro de la PGJE; Lic. María del Carmen Quintana Moreno quien fuera coordinadora de la unidad especializada de delitos sexuales y contra la familia en 2001; Lic. Rocío Alejandra Sáenz Rodríguez tambien Directora de la misma Unidad; Dr. Alejandro Santos Rubio ex Director General de la oficina técnica y de servicios periciales de la PGJE; Lic. Itzel Acosta Palomo, Lic. Virginia Camaco Méndez y Alma Meléndez Villegas Agentes del Ministerio Público adscritas a la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y contra la familia; Juan José Mayorga Solís, jefe de grupo de la fiscalía especial de mujeres desaparecidas y homicidios. Por los delitos de Abuso de autoridad y tortura; Encubrimiento por favorecimiento, Delitos en materia de inhumaciones y exhumaciones por el feminicidio de Minerva Teresa Torres Albeldaño y el ocultamiento de su cadáver por dos años.

Diversos ciudadanos presentamos ante el Congreso del Estado de Chihuahua una solicitud de juicio político contra el exgobernador Patricio Martínez por diversos delitos. El Congreso con mayoría del Partido Revolucionario Institucional, institución política donde militaba el exgobernador, desechó la solicitud.

No hay un solo funcionario sancionado, algunos continúan trabajando en la PGJE.

3 Reformas legislativas 

3.1 El nuevo sistema de justicia penal

Hemos vivido por lustros, un sistema judicial corrupto, sin independencia, con problemas de legitimidad y credibilidad, cárceles llenas de pobres e indígenas; personas torturadas obligadas a declarase culpables de crímenes que no cometieron; líderes sociales con delitos fabricados etc. Un sistema selectivo e inoperante que propició el crecimiento  de la impunidad, las cifras negras del delito, un ejemplo de lo anterior, es la estadística nacional que señala que  de cada 100 delitos que se inició averiguación, llegan a sentencia solo 2.4 es decir 24 de mil.

A fines de 2006 se hizo la Reforma Penal Integral, de aplicación escalonada en el Estado, el 1 de enero del presente año inició en el Municipio de Chihuahua la aplicación del Nuevo Sistema de Justicia Penal, basado en el sistema acusatorio con la aplicación de Juicios Orales. Y cuyo ejemplo ha sido tomado como base para extenderse a todo el País. 

Esta es una respuesta del Gobierno del estado a las diversas recomendaciones emitidas con motivo de las fallas estructurales en el sistema de administración y procuración de justicia hechas visibles a partir del feminicidio 

Es importante conocer los antecedentes regionales, nacionales e internacionales que dieron paso a este nuevo proyecto.

· El fenómeno del feminicidio en Ciudad Juárez 

· La lucha de las Mujeres del Estado de Chihuahua

· La lucha de las Madres

· La importante participación de las organizaciones no gubernamentales y de organismos Internacionales, a través de  informes y recomendaciones al Estado Mexicano, especialmente al Estado de Chihuahua.

· El impulso de los organismos financieros internacionales 

· la implementación de ese proyecto en diversos países latinoamericanos.

En el proceso de discusión de las 10 leyes que fueron modificadas para dar paso al nuevo sistema, las organizaciones sociales dedicadas a la defensa de los derechos de las mujeres participamos para incorporar la perspectiva de género.

 Una limitación en esta reforma es que no tuvimos acceso a las modificaciones en el Código penal, bajo el argumento de falta de tiempo, hubo propuestas relevantes que no fueron atendidas para adecuarlos a la realidad, como ejemplo, en nuestra Entidad el estado que ha recibido en los últimos años la mayor recomendaciones de organismos internacionales derivado de la violación de derechos humanos a las mujeres, en el nuevo Código penal establece mas penalidad por robarse un cerdo, que cometer el delito de violencia familiar; es mas penalizado robar una vaca que incumplir con la obligación de alimentos a los hijos.

Las principales propuestas tienen como fundamento la incorporación de los estándares internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres y la posibilidad de aplicar protocolos ara la atención de casos de violencia de género.

Las aportaciones realizadas fueron:

a) Código Procesal Penal: Prohibición para aplicación de los criterios de oportunidad y acuerdos reparatorios en casos de delitos sexuales y de violencia familiar, además se estableció como obligación para los cuerpos de seguridad pública que deberán aplicar los protocolos o disposiciones especiales que emita la Secretaría de Seguridad Pública para el adecuado resguardo de los derechos de las víctimas en delitos sexuales y de violencia familiar y como un derecho de las victimas se estableció la obligación de que en los casos de delitos sexuales y de violencia familiar, la víctima contará con asistencia integral por parte de las Unidades Especializadas de la Procuraduría General de Justicia del Estado, quienes intervendrán con la debida diligencia, aplicando los protocolos emitidos. Asimismo en materia de delitos sexuales se prohibió el ofrecimiento de pruebas relativas la conducta sexual de las victimas.

b) Ley Orgánica del Ministerio Público: Creación de una Dirección para la Atención de Victimas de la Violencia de Genero, además se estableció la obligación de capacitación en materia de perspectiva de género y la aplicación de protocolos.

c) Ley Orgánica del Poder Judicial: La selección de jueces se buscará con equidad de género, además es obligatoria la capacitación en materia de perspectiva de género y derechos humanos.

d) Ley de Justicia para adolescentes La medida sancionadora de privación de libertad en centro especializado para adolescentes, se aplicara solamente en algunos hechos típicos graves: entre los que se incluyó la violación

e)  Ley de víctimas. Se establece un fondo de apoyo a victimas para atender a víctimas de violencia de género.
f) Ley de ejecución de penas. Las medidas se aplica el principio de no discriminación de género, además en materia de los reglamentos que se expidan, deberán estar acordes con los protocolos internacionales y con perspectiva de género; en materia de reglamentos de reclusión estos deberán garantizar que los tratamientos y reglamentos estén libres de estereotipos de género.

g) Ley de Justicia Alternativa Los medios alternos se proporcionarán con perspectiva de género, solo se permite la mediación en delitos imprudenciales en los que proceda el perdón de la víctima u ofendido, delitos de contenido patrimonial que se hayan cometido sin violencia sobre las personas, cuya pena media aritmética no exceda de cinco años de prisión y carezcan de trascendencia social.

Además se promulgó la Ley de Estatal por el Derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. Es la primera ley a nivel nacional en contra de la violencia de género, se reconocen como ámbitos el familiar, laboral o docente, e institucional y como tipos de violencia se reconocen el psicológico, físico, sexual, patrimonial y económico.
Los avances en materia legislativa, no se han visto reflejados en la implementación, pues hasta el momento las disposiciones mencionadas no se han cumplido, pues no se han emitido los reglamentos ni se han establecido los protocolos de actuación. Por el contrario la disposición de no aplicar procedimientos de mediación en violencia familiar, no se ha respetado, pues el Centro de Justicia Alternativa aplica sistemáticamente
 la mediación en temas de violencia familiar.

Advertimos la siguiente problemática en el nuevo sistema:

· denegación de justicia dilación y negligencia en los procesos,

· no aceptación de demandas presentadas por mujeres por delitos de violencia familiar

· victimización institucional 

· no existen mecanismos para garantizar la reparación del daño

· no se otorgan garantías de protección a las víctimas

· convenios ilegales 

· inducen a las víctimas a otorgar el perdón 

· imposibilidad de llevar a Juicio casos de violencia de género,

En los casos de Feminicidio y desaparición de niñas y mujeres, Los Ministerios Públicos tienen la facultad de archivar la carpeta informativa, cuando no aparezcan antecedentes necesarios para esclarecer los hechos. Este es un reto que debemos afrontar en el marco de nuevo Sistema

Toda vez que no se aplicó un programa de depuración de servidores públicos, que permitiera contar con personal sensibilizado y capacitado, propició que todos los esfuerzos por modernizar los servicios continúen presentando los mismos vicios que en el pasado.

A manera de conclusión señalamos que reconociendo lo positivo del cambio en el nuevo sistema de justicia penal enfrentamos un problema cultural, si bien es cierto se logró el componente formal al que coadyuvamos, y las leyes fueron formalmente promulgadas, el componente político cultural es decir el contenido y significado que le están dando las costumbres, actitudes, tradiciones  de la gente que opera el sistema de justicia está por colapsar el incipiente sistema.

En virtud de lo anterior, consideramos que la Reforma de Justicia Penal puede constituir un avance importante, la falta de voluntad política ha hecho imposible la debida diligencia en estos casos y no ha logrado frenar la impunidad y negligencia contra la violencia
3.2.Tipificación del feminicidio 

Durante años las organizaciones de mujeres han levantado como bandera la tipificación del feminicidio como una medida de acción afirmativa para eliminar la discriminación. No ha resultado sencillo traducir el termino feminicidio que tiene una connotación antropológica y sociológica que describe un fenómeno muy complejo a un ordenamiento jurídico concreto, que dé cabal cuenta del fenómeno que se intenta erradicar

La Cámara de Diputados del Congreso Federal aprobó el 26 de abril de 2006 adiciones a diversas disposiciones al Código Penal Federal y el Código de Procedimientos Penales para tipificar el delito de feminicidio en un Capitulo que se adicionó al Titulo Tercero, Delitos contra la Humanidad. El Proyecto de Decreto se encuentra en la Cámara de Senadores para su aprobación.

En Chihuahua el 8 de marzo de 2007 se presentó la iniciativa para tipificar los delitos de feminicidio, desaparición forzada y tortura como delitos de Lesa Humanidad. El Congreso desechó la desaparición forzada y la tortura como delitos de Lesa Humanidad argumentando que ambos delitos ya estaban en el nuevo Código Penal y que incluía un mecanismo para la imprescriptibilidad del delito, dejó pendiente la tipificación del feminicidio para seguir estudiando y poder traducirlo en un ordenamiento jurídico.

El Congreso local también creo una Comisión especial para el seguimiento de feminicidios en el Estado de Chihuahua, cuyo plan de trabajo, acciones y resultados desconocemos.

4 Conclusiones:

De los hechos narrados en el presente informe, concluye que se han violentado los derechos humanos de las mujeres del Estado de Chihuahua consagrados en diferentes Tratados Internacionales, a manera de conclusión analizaremos fundamentalmente dos aspectos: el derecho a la no discriminación y a la debida diligencia en los procesos, tanto jurídicos como del diseño de políticas públicas. Pretendemos evidenciar las responsabilidades en que ha incurrido el Estado Mexicano en los ámbitos relacionados con los casos.

4.1 Derecho a la no discriminación:

Este derecho se encuentra contemplado en varios instrumentos internacionales como: La Declaración Universal de Derechos Humanos, La Convención Americana de Derechos Humanos, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, La Convención de Derechos del Niño (Niña), La Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Belém Do Pará). En las dos últimas basamos nuestra intervención por ser las más específicas.

El derecho humano a la no discriminación contra las mujeres, que se define como toda distinción, exclusión o restricción basada en sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de las mujeres, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad de los hombres y las mujeres, de los derechos humanos, libertades fundamentales de las esferas políticas, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Además existe el derecho humano de las mujeres a vivir sin violencia, entendiéndose esta como: cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado. Puede ser perpetrada por cualquier persona o tolerada por el Estado o sus agentes, dondequiera que ocurra. Encontrando esta como una forma grave y evidente de discriminación. 

El Comité de la CEDAW ha señalado que los Estados parte deben adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres practicadas por cualesquiera personas, organizaciones o empresas. En virtud del derecho internacional y de pactos específicos de derechos humanos, y pueden ser responsables de actos privados si no adoptan medidas con la diligencia debida para impedir la violación de los derechos o para investigar y castigar los actos de violencia e indemnizar a las victimas.”

Señalando también que las actitudes tradicionales, según las cuales se considera a las mujeres como subordinadas o se les atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción, como la violencia y los malos tratos en la familia.

· El Gobierno del Estado, a través de la Procuraduría y Fiscalías Especiales ha discriminado a las mujeres víctimas y sus familias, al no realizar las diligencias para buscar a las jóvenes desaparecidas con equipos y técnicas especializados. 

· Ciudad Juárez y Chihuahua son lugares de migrantes por su situación geográfica y económica, circunstancia que no ha tomado en cuenta el Estado para implantar medidas urgentes y resolver los problemas de seguridad, trabajo, salud sexual y reproductiva, educación y vivienda de las mujeres.

· Tampoco ha considerado la condición socioeconómica desfavorable de las víctimas, casi la totalidad son personas de escasos recursos, viven en condiciones precarias y tienen que desempeñar trabajos que las coloca en condiciones especiales de vulnerabilidad. Para atender esta condición no se ha provisto nada, ni siquiera un transporte colectivo seguro.

Por ello, Asma Jahangir, Relatora Especial sobre Desapariciones y Ejecuciones Sumarias de Naciones Unidas en su informe concluyó que son el ejemplo de delito sexista favorecido por la impunidad, fueron deliberadamente pasados por alto por la mera razón de que las víctimas eran sólo muchachas corrientes y por tanto no eran consideradas una gran perdida.

· El Tribunal Superior de Justicia, también ha incurrido en discriminación al negar la orden de aprehensión en contra de los responsables del secuestro y violación de personas por motivos sexistas. 

4.2 Debida Diligencia

El concepto de debida diligencia, se ha visto consagrado en varios instrumentos adoptados por la comunidad internacional en los últimos 10 años específicamente para combatir la violencia contra la mujer, al establecer que todos estos instrumentos señalan la obligación de combatir la Discriminación contra la mujer y poner fin a la impunidad, ambas causas de la violencia que las mujeres encuentran en todas las esferas de su vida.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido la debida diligencia para describir el límite del esfuerzo que un Gobierno debe hacer para cumplir su obligación de garantizar los derechos humanos, aun en casos en que los abusos no provengan de autoridades.

El Estado está obligado investigar seriamente con los medios a su alcance, identificar a los responsables y castigarlos sin dilaciones, asegurar a la victima una adecuada reparación.

El Gobierno del Estado no ha cumplido con esta obligación:

· La Procuraduría General de Justicia del Estado, es responsable por omisión, ya que, no encontramos la aplicación de TODOS LOS MEDIOS adecuados, urgentes y eficaces planteados en la Convención de Belem Do Para. Tal como lo han venido señalando los diversos relatores y expertos de Naciones Unidas, asi como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, es responsable por omisión de investigar estos actos de violencia contra las mujeres y no procesar y castigar a los responsables, e incluso encubrirlos.

Las deficiencias en las investigaciones tales como:

1. Pérdida de información, los investigadores no cumplieron con su obligación de vigilar las investigaciones de los casos y resguardar debidamente todas las pruebas que se aportaban por los familiares o bien se encontraban en las diligencias, 

2. No se han aplicado los protocolos adecuados de investigación, los casos aquí presentados dan cuenta, como en ninguno ha existido una metodología adecuada que permita tener líneas claras para ubicar a los responsables, sino por el contrario se han desviado las investigaciones para no ubicarlos.

3. Falta de equipos periciales profesionales para el debido resguardo de la escena del crimen, evitando la perdida y contaminación de evidencias, determinado por la causa, forma y momento de la muerte, la persona responsable y las prácticas y procedimientos que pudieron haberlo provocado; pérdida de evidencia, determinación inadecuada de sexo y edad, ausencia de cadenas de custodia.
En los casos de desapariciones, el Gobierno del Estado y la Procuraduría ha violado la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada, por la demora en el inicio de la investigación, pues aunque los responsables no fueran elementos del estado, la sola omisión al no investigar adecuadamente, no ha garantizado el derecho a la vida y a la integridad y libertad personal.

La Procuraduría del Estado ha violado la Convención de los Derecho del Niño, que establece que niño o niña es la persona menor de 18 años, en el caso de las desapariciones de menores debiera iniciar las investigaciones en forma oficiosa.

El Comité de la CEDAW ha dicho que la obligación de los Gobiernos para proteger los derechos de las mujeres incluye la necesidad de prevenir y sancionar los actos de violencia.

El Tribunal Superior de Justicia del Estado, ha violado el derecho a una vida libre de violencia, al no sancionar adecuadamente a los responsables de violencia doméstica, al dictar autos de libertad a responsables de los delitos o a los responsables de desviar las investigaciones, y especialmente al procesar a responsables con confesiones arrancadas bajo tortura, que son un claro ejemplo del patrón sistemático de violaciones de derechos humanos en perjuicio de probables responsables de delitos de homicidio

4.3 Tortura

El Gobierno del Estado ha incurrido en violación a las convenciones de materia de Tortura, que establecen la obligación de tener las medidas adecuadas para prevenir y sancionar la tortura, estableciendo sanciones severas que tengan en cuenta la gravedad.

La práctica de la tortura como única forma de investigación en los feminicidios de mujeres ha sido una practica sistemática en el estado Chihuahua, donde lejos de sancionar a los responsables, es la propia Procuraduría del Estado a través de los agentes del Ministerio Público, policías judiciales y en otros la propia Fiscalia Especial, quienes se encuentran presentes en el momento en que se práctica. En las denuncias penales por este delito no existe ninguna investigación.

Además la Procuraduría ha ejercido actos de tortura, al no garantizar el derecho a la justicia pues de acuerdo a la jurisprudencia internacional se establece que la violación cometida por agentes del estatales ha sido reconocida como una forma especialmente traumática de tortura,
 además el Estado puede incurrir en esta responsabilidad si no toman las medidas adecuadas para prevenir y sancionar la violación u otras formas de violencia sexual cometida por particulares.
 Por ello al dejar de investigar en los casos de homicidio y de agresión sexual sufrida por las víctimas, ha incurrido en tortura.

Es obligación del Estado Mexicano no solo incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas así como de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar, y erradicar la violencia contra la mujer, sino cuando estas se han emitido deberá crear las instituciones, programas y presupuestos para su aplicación, así como capacitar a los funcionarios en perspectiva de género y derechos humanos.

5 Propuestas:

Reiteramos a esa Honorable Comisión las peticiones hechas con anterioridad:

· Solicitamos la visita del Relator Especial sobre los Derechos de la Mujer en Chihuahua para dar seguimiento a las Recomendaciones del Informe SITUACIÓN DE LOS DERECHOS DE LA MUJER EN CIUDAD JUÁREZ, MÉXICO: EL DERECHO A NO SER OBJETO DE VIOLENCIA Y DISCRIMINACIÓN, de la Relatora Especial Martha Altolaguirre de marzo de 2003.

· Solicitamos que esa Honorable Comisión invite al Equipo Argentino de Antropología Forense a una Audiencia en el próximo período ordinario de sesiones para conocer el Informe sobre el Proyecto de identificación de restos de mujeres no identificados o de dudosa identificación de Cd. Juárez y Chihuahua, que aporta una valiosa información, de peritos independientes.

· Solicitamos que esa Honorable Comisión de seguimiento al trabajo de los expertos independientes en investigación criminal con perspectiva de género que conocerán los casos de feminicidio y desaparición de Cd. Juárez y Chihuahua, para:

· Elaborar una comprensión integrada sobre la manera en que las distintas formas de violencia contra la mujer se relacionan y refuerzan recíprocamente; y a la aplicación de estrategias integradas para combatir esa violencia
· Establecer planes de investigación  que tenga en cuenta la prevalencia de la violencia contra la mujer y posibles vínculos mutuos entre determinados casos

· Elaborar y aplicar un plan de acción referente a las denuncias pendientes sobre desaparición de mujeres, para asegurar que se estén examinando todas las posibilidades razonables de investigación, y para cruzar los datos relacionados a desapariciones con los referentes a homicidios, a fin de identificar posibles conexiones o modalidades.

· Fortalecer la capacidad local en ámbitos tales como asistencia técnica, en materia de investigación, criminológica, de medicina forense, de psicología forense y otras modalidades de asistencia científica

· Elaborar y aplicar un plan de acción con respecto a los casos “fríos”, diseñado de modo de identificar y corregir todas y cada una de las fallas existentes en esos archivos y reactivar las investigaciones.

· Establecer objetivos, cronogramas, mecanismos de supervisión y evaluación específicos.

· Solicitamos que se de curso a las denuncias sobre la desaparición de Silvia Arce y el feminicidio de Paloma Angélica Escobar Ledezma admitidos por esta Honorable Comisión.
Agradecemos la atención a la presente

Chihuahua, Chih a 16 de julio de 2007

Hortensia Enríquez Nava

Alma Gómez Caballero

Gabino Gómez Escárcega






� Monarrez Fragoso Julia. No es un Mito. Febrero de 2006.


� E/CN.4/2004/66/Add.!, de 3 de marzo, párrafos: del 107 al 117 y 119.


� E/CN.4/2004/7/Add.1 de 24 de marzo, Párrafos 298, 299, 309, 313.


� E/CN.4/2004/60/Add. 1 de 4 de marzo, Párrafos: 57, 60, 63 y 65.


� E/CN.4/2004/56/add.3 de 13 de febrero. Párrafos del 137 al 199.














� El Norte. 23 de febrero de 2007


,� Miriam Cristina Gallegos Venegas, Erika N. Carrillo Enríquez, Minerva T. Torres Albeldaño, Julieta Marleng González Valenzuela a las promociones siguientes se agrega Yesenia C. Vega Márquez y la bebe de Cecilia Covarrubias A. desaparecida junto con su mama en 1995, los restos de su madre se encontraron posteriormente, pero la bebe ha estado invisibilizada por las autoridades, no tiene expediente propio de desaparición.


� Julia Monárrez Fragoso. Artículo No es un mito. Profesora-investigadora. El Colegio de la Frontera Norte. Febrero de 2006


� Carlos Montemayor


� Marcela Lagarde y de los Ríos. Por la vida y la libertad de las mujeres. Fin al feminicidio.-Día V- Juárez. Febrero de 2004








� Homicidios de mujeres: Auditoria periodística. Enero 1993- Julio 2003 Instituto Chihuahuense de la mujer Pag. 10


� Situación en la Cd. de Chihuahua. Justicia para nuestras hijas. Folleto. 2004


� Homicidios de mujeres. Anexos





� Segùn información de la Directora del centro de Justicia Alternativa, se aplica en 3 casos diarios, durante el mes de enero y febrero se han atendido 85 casos.


� Informe del Relator Especial de la ONU sobre Tortura (1995) E/CN.4/34. Párr.19. CIDH en cacos Mejia contra Perú 1995, sentencia del Tribunal Europeo en el caso Aydin contra Turquia (1997) y sentencia del Tribunal para la ExYugoslavia en los casos Delalic Y Furundzija (1998)


� Comité de Derechos Humanos, Observación General 20, parr.2 Informes de la 
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